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   Honorable Cámara de Diputados

      Provincia de Buenos Aires
PROYECTO DE DECLARACION

La  Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de Comercio Interior dependiente del Ministerio de la Producción, proceda inmediatamente a los efectos de subsanar el grave conflicto que afecta a los vecinos de Florencio Varela, a partir de la suba desmedida de los precios del pan y sus derivados por parte de la Asociación de Propietarios de Panaderías  de ese distrito. 
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   Honorable Cámara de Diputados

      Provincia de Buenos Aires
F U N D A M E N T O S

El presente proyecto se origina como resultante de la visita que la Multisectorial del Partido de Florencio Varela realizara a la Comisión de Derechos del Usuario y el Consumidor de esta Cámara, el 29 de agosto del corriente año, en la misma una comitiva de esta organización que nuclea a distintas fuerzas sociales y políticas varelenses nos informan de la grave situación por la que atraviesan como consecuencia del aumento compulsivo del precio del pan por parte de la Asociación de Propietarios de Panaderías de ese distrito, que a partir del 31 de julio de 2006 toma la decisión de imponer un precio de $2,50 para el Kilogramo de este producto, que anteriormente a esta fecha era de $ 1,50 de promedio. Esta medida arbitraria y desmedida, que no tiene ningún justificativo en cuanto a un posible aumento en los insumos, produce un grave deterioro de la canasta familiar, teniendo en cuenta el carácter básico de este alimento.

La reforma constitucional de 1994 incorporó con el máximo rango legislativo, esto es a través de su consagración expresa en la Ley Suprema, una cláusula incluida en el Capítulo Segundo referido a los ‘’Nuevos Derechos y Garantías’’. El Artículo 42 establece que: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control’’.

Esta norma ha reconocido expresamente una de las categorías jurídicas más avanzadas del constitucionalismo moderno, en sintonía con los ‘’derechos humanos de tercera generación’’.

El segundo párrafo establece una obligación de amplio alcance : la de “proveer’’ a la protección de esos derechos por parte de las “autoridades’’. Esto implica que el deber constitucional recae sobre “todas’’ las autoridades públicas, tanto desde el plano horizontal (competencias) como vertical (jerarquías). Cabe destacar la obligación por parte del Estado 
de promover la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios como una forma de incentivar la participación popular y el control social en este tema.

Podemos decir que la Constitución Nacional de 1994 contempla a todos estos derechos y garantías:

1°) Desde la perspectiva de los derechos humanos, el encuadre de la problemática de los usuarios y consumidores como un “derecho humano de tercera generación’’ reafirma su contenido tuitivo o protectorio en la relación de consumo, en similar sentido al del trabajador en la relación laboral. El criterio axiológico de este posicionamiento radica en el valor ‘’Solidaridad’’, propio del desarrollo histórico esbozado.

2°) Desde la perspectiva constitucional, y manteniendo el mismo enfoque histórico, el contenido tuitivo del artículo 42 implica una cierta ruptura del clásico principio de igualdad ante la ley del artículo 16 de la Constitución Nacional, y lo acerca más al nuevo criterio de “igualdad real de oportunidades” introducido por el constituyente de 1994.

3°) A partir de las dos perspectivas sintetizadas precedentemente, es fácil reconocer estas coordenadas protectorias en el reconocimiento legislativo: el principio ‘’pro consumidor’’ como guía hermenéutica (artículo 3°, Ley 24.240), y la responsabilidad solidaria en la cadena de producción de bienes y servicios (restablecida por la Ley 24.999).
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4°) El sistema de arbitraje de consumo que el legislador manda sancionar (artículo 59, Ley 24.240) se ajusta a esta vocación protectoria, sin quebrar por ello las garantías constitucionales del debido proceso.

Por último, afirmamos que la riqueza de la reforma constitucional de 1994, al incorporar esta problemática y similares (verbigracia: la protección ambiental del artículo 41 de la Constitución Nacional) será valorada en su conjunto si se comprende dicho proceso desde el punto de vista de la afirmación del “Estado Social y Democrático de Derecho”.
El Estado dentro de este diseño y estructura Constitucional deberá garantizar a todo habitante el acceso a una cantidad y calidad adecuada de alimentos que aseguren una vida saludable. Y el Estado garantizará este derecho a quienes carezcan de capacidad adquisitiva. 

El Estado debe controlar y sancionar las prácticas comerciales y de servicios públicos abusivas y aquellas que tiendan a generar formas concentradas de poder económico.
Por ello, como conclusión sostenemos que si bien es un avance significativo que la reforma Constitucional haya incorporado los derechos de usuarios y consumidores, entendemos que es el Estado en la actualidad el que debe tener políticas públicas que  corrijan la debilidad y desequilibrio entre usuarios y proveedores permitiendo que los usuarios formen parte decisiva en el control de los servicios públicos.
Nuestra Constitución Provincial en su art. 38 consagra los Derechos de los Usuarios y Consumidores a igual tenor que el art. 42 de la CN.

El art. 38 de nuestra Constitución es complementado con la ley 13.133, denominado Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios. En su Titulo I – Objeto -  contiene el art. 1, dice: “La presente Ley establece las bases legales para la defensa del consumidor y del usuario según los términos del artículo 38º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y tiene por objeto establecer las reglas de las políticas públicas y los mecanismos administrativos y judiciales para la efectiva implementación en el ámbito provincial:

a) De los derechos de los consumidores y usuarios reconocidos en la Constitución Nacional y en la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

b) De las normas de protección consagradas en la Ley Nacional de Defensa del Consumidor y disposiciones complementarias, sin perjuicio de las competencias concurrentes de la Autoridad Nacional de Aplicación.

En su Titulo II, establece las Políticas de Protección en su art. 2: “El Gobierno Provincial deberá formular políticas enérgicas de protección de los consumidores y usuarios, dentro del marco constitucional de competencias, y establecer una infraestructura adecuada que permita aplicarlas.

Las medidas de protección al consumidor se deberán aplicar en beneficio de todos los sectores de la población.

Es de complementar que el art. 33 establece: “la acción gubernamental de protección a los consumidores y usuarios tendrá, dentro del marco constitucional de competencias entre otros, los siguientes objetivos:

a) Políticas de regulación del mercado en materia de protección a la salud, seguridad y cumplimiento de los standards mínimos de calidad.

b) Políticas de acceso al consumo.

c) Programas de educación e información al consumidor y promoción a las organizaciones de consumidores.

d) Políticas de solución de conflictos y sanción de abusos.

e) Políticas de control de servicios públicos.

f) Políticas sobre consumo sustentable.
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Dentro del Titulo III, nos plantea Políticas de Regulación, entre ellas en el Capitulo I, el Acceso al Consumo en su art. 4, que dice: “Las políticas del gobierno deben garantizar a los consumidores y usuarios

a) El acceso al consumo en condiciones de trato digno y equitativo, sin discriminaciones ni arbitrariedades por parte de los proveedores.
b) La protección efectiva contra las prácticas que puedan perjudicar la posibilidad de los consumidores de elegir en el mercado.

c) La competencia leal y efectiva, a fin de brindar a los consumidores la posibilidad de elegir variedad de productos y servicios a precios justos.

d) El permanente abastecimiento por parte de los prestadores de bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades corrientes de la población.
Por todo lo descripto y fundamentado dentro del marco de la Constitución Nacional y Provincial como de sus leyes reglamentarias en la materia, sostenemos que es deber y obligación irrenunciable e indelegable por parte del Estado de la Provincia de Buenos Aires de aplicar políticas correctivas y positivas, a través de su Poder Ejecutivo y de sus Ministerios como de las dependencias administrativas competentes. 

Por lo expresado precedentemente, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto. 
